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ResuMen
A pesar de la gran cantidad de estudios desarrollados en las últimas dos décadas sobre la propuesta de 
la renta básica, su relación con el proceso de migración internacional no ha sido abordado de forma clara 
y exhaustiva. En este artículo, se explora la viabilidad de la aplicación de una propuesta de renta básica 
de ciudadanía que incluya como población beneficiada a las personas inmigradas con más de un año de 
residencia. El principal objetivo del estudio es examinar la hipótesis del efecto llamada de una renta básica, 
contrastando los argumentos que la sostienen. El análisis se centra en el potencial comportamiento de los 
agentes que pretenden emigrar ante la introducción de una renta básica en un posible país de destino. 
El estudio aporta argumentos teóricos y datos empíricos que ponen en cuestión la magnitud e incluso la 
existencia de un posible efecto llamada de una renta básica, ya que apunta a que la propuesta no constituye 
una causa ni necesaria ni suficiente para el incremento de la población inmigrada. 
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aBstRact
In the last two decades, there has been a significant number of studies on the proposal of a basic income, but 
its relationship with the process of contemporary international migration has not been clearly and exhaustively 
analysed until now. In this article, the authors explore the viability of implementing a basic income of citizenship 
that could include immigrants with more than one year of residence within the target population. The main 
objective of this study is to contrast the arguments raised up by the hypothesis of a possible ‘pull effect’ of a 
basic income. The analysis focuses on the potential behavior of agents who could be motivated to emigrate 
by the existence of a basic income in a destination country. The study brings in theoretical arguments and 
empirical data that question the magnitude and even the existence of a possible pull effect of a basic income, 
and points up that the proposal is neither a necessary nor a sufficient condition for an increase in migrant 
population.
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intRoducción
Para cada sociedad y en cada situación histórica existe un conjunto de estados políti-
camente posibles. Por tanto, parece necesaria la tarea de explorar si la propuesta de 
una renta básica, que incluya a la población inmigrada, se encuentra dentro de este 
conjunto finito de futuros estados políticamente posibles. La noción de posibilidad polí-
tica depende, en parte, de la producción intencional e inteligente de estados deseados. 
En verdad, en la vida política existe un aspecto de luchas rutinarias por el poder, dentro 
de una serie de límites aceptados y comprendidos por los diferentes agentes. Dentro 
de esos límites, se encuentran los resultados posibles, por los cuales es válido entrar 
en el embate; por fuera, están las “imposibilidades” políticas, que los agentes tratan de 
evitar convertir en su problema (Elster 2006). Siguiendo a Spinoza ([1670] 2004) este 
comportamiento rutinario es la política politizada, mientras que la lucha por la creación 
de las rutinas es la politización de la política. En el primer caso, la lucha se da de común 
acuerdo dentro de las fronteras de lo posible; en el segundo caso, la lucha se establece 
justamente para redefinir esos límites. 
 El camino recorrido por la renta básica en los últimos 20 años es justamente el que 
lleva a una alternativa desde la politización de la política a la política politizada. La renta 
básica ha pasado de estar circunscrita a pequeños círculos académicos y poco más, a 
formar parte del debate social (Raventós 2007). La progresión de la idea ha sido clara-
mente notable en los últimos años, tanto a escala catalana y española como europea y 
mundial. Desde 1986, la Basic Income European Network, reconvertida en 2004 en la 
Basic Income Earth Network (BIEN), ha impulsado el debate y la investigación sobre la 
renta básica. En el Reino de España, la Red Renta Básica (RRB), sección oficial de la 
BIEN, realiza una tarea similar, y lo mismo ocurre con otras secciones de dicha organiza-
ción en el resto del mundo. Innumerables simposios, congresos y reuniones científicas 
han sido celebrados en torno a la cuestión. Algunos economistas galardonados con el 
Nobel han tratado propuestas incipientes de la renta básica1. 
 Instituciones como el Parlamento Europeo o la Comisión Europea han debatido la 
propuesta en algunas ocasiones, a través del grupo parlamentario The Greens Euro-
pean Free Aliance y de la acción social de la plataforma The European Anti-Poverty Net-
work (EAPN), dado que, algunos estudiosos han planteado la posibilidad de una renta 
básica para toda la Unión Europea. Gobiernos de la Unión Europea como el irlandés, el 
británico, el holandés, el francés o el belga, y varios gobiernos regionales (entre ellos el 
catalán), han elaborado informes sobre la misma. Algunas instituciones de varios países 
del sur como Sudáfrica, Brasil, Timor Oriental, Nigeria o Mongolia se han interesado 
activamente por la propuesta, e incluso, en el caso de Brasil, se ha aprobado una ley, en 
 1 Entre estos economistas destacan autores como James Meade (1907-1995) o James Tobin (1918-
2002).
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vigor desde el año 2005, destinada a implantarla en un período indeterminado. Diversas 
versiones de la renta básica han sido objeto de discusión en campañas electorales de 
países como Estados Unidos, Australia, Reino Unido, Irlanda, Suecia, Finlandia, Bélgica, 
Alemania y Holanda, y diversos partidos del arco parlamentario en numerosos países la 
han adoptado como parte de su programa electoral; en algunos de esos países, como 
el Reino Unido o Irlanda, existen grupos parlamentarios transversales a los partidos 
políticos en apoyo de la renta básica. 
 En Cataluña y en España, sindicatos como Comisiones Obreras (CCOO) y Unión 
General de Trabajadores (UGT), y partidos como el Partido Socialista Obrero Español 
(PSOE), Izquierda Unida (IU), Iniciativa per Catalunya Verds (ICV), o Esquerra Republi-
cana de Catalunya (ERC) han debatido más o menos activamente sobre la renta básica 
(ICV la ha incorporado a su programa electoral, y el PSOE formuló una propuesta pro-
gramática al respecto entre los años 2001 y 2003 que, finalmente, no fue adoptada 
oficialmente). En el Reino de España, la renta básica ha sido asimismo debatida en los 
Parlamentos catalán, vasco y andaluz y en el Congreso de los Diputados (octubre de 
2007). En definitiva, cabe afirmar que la propuesta de la renta básica se ha asentado en 
el debate político acerca del futuro de la protección social, tanto en el ámbito europeo 
como en el resto del mundo.
 Lógicamente, el estudio de la viabilidad política y social de la propuesta es una cues-
tión empírica que debe realizarse caso por caso, y una parte fundamental de esta labor 
tiene que ver con el análisis de los apoyos que la propuesta pueda recibir de las principa-
les fuerzas sociales y políticas, así como del estudio pormenorizado de la correlación de 
recursos de poder entre estas fuerzas.2 Sin embargo, existe un aspecto de la viabilidad 
de la propuesta de la renta básica que, a pesar de su recurrencia en los debates acadé-
micos, hasta ahora ha sido poco abordado. En efecto, una de las críticas más comunes 
en el debate de la propuesta de la renta básica es que su aplicación podría generar la 
llegada masiva de población inmigrada de los países pobres hacia aquellos países ricos 
en los que se aplicara dicha medida. Pero vayamos por pasos.
estado de la cuestión 
De entrada, dado que hay sentidos de los términos “renta básica”, “inmigración” y 
“fronteras territoriales” que difieren y se entrecruzan convendrá, pues, introducir algunas 
aclaraciones y precisiones en relación a tales significados. En este artículo, vamos a 
remitirnos a la definición más comúnmente aceptada de renta básica, esto es, “una 
renta garantizada de forma incondicional a todos los individuos, sin necesidad de un 
test de recursos o de realizar algún tipo de trabajo”  (Van Donselaar 2009; Offe 2008; 
 2 Para un interesante trabajo en esta dirección, véase: Arcarons et al. (2005). 
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Raventós 2007; Pudry 2007; Van Parijs 2006; Van Parijs y Vanderborght 2006; Pisarello 
y Del Cabo 2006; Pinilla 2004, 2006; Fitzpatrick 1999). Por otro lado, en este estudio, 
la población inmigrada, posible beneficiaria de esta propuesta, es definida por aquellas 
personas que residen en otro país distinto al de su nacimiento, por un período igual o 
superior a un año. En tal grupo se incluye tanto a los individuos que se encuentran en 
una situación administrativa regular, como a los que se hallan en una situación irregular, 
a condición de que puedan acreditar dicho período de tiempo de estancia en el país de 
destino mediante cierto tipo de registro (en el caso del Reino de España mediante el 
padrón municipal)3.
 Y, en tercer lugar, la clase de fronteras por las que nos interesaremos especialmente 
en este trabajo son aquellas que implican la demarcación territorial de los Estados 
contemporáneos. En principio, estas fronteras tienen una relevancia jurídica: indican a 
qué derecho estamos sometidos y qué personas e instituciones ejercen autoridad sobre 
el territorio, definen el cuerpo de ciudadanos titulares de la soberanía, y son el principal 
agente público encargado de la redistribución de rentas (Kymlicka 2006:45). Ante la 
ausencia de un gobierno mundial con capacidad legítima de restringir eficazmente el 
poder de los Estados en materia de inmigración, o de una entidad transnacional capaz 
de recaudar y redistribuir rentas de manera exhaustiva, eficiente —y tal vez legítima— 
a escala planetaria, el ejercicio especulativo de valorar con detalle estas alternativas 
podría resultar una tarea algo estéril. 
 Pero, ¿pueden realmente los Estados de bienestar tradicionales constituir la unidad 
de distribución de una renta básica? En el debate académico están en discusión tres 
propuestas concretas en respuesta a dicha pregunta, y alguna de ellas sale fuera 
de los confines marcados por este trabajo. Así, una primera solución aportada por la 
literatura consiste justamente en ofrecer una renta básica global  —a escala planetaria4. 
La segunda, que podríamos considerar una hermana menor de la primera, consiste 
en designar a la Unión Europea o la NAFTA como principales unidades de distribución 
de una renta básica continental (Howard 2006; 2007; Pioch 2002; Schmitter y Bauer 
 3 La elección del período de tiempo de un año de estancia no es arbitraria sino que constituye el período 
que utiliza la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) para definir qué es una persona inmi-
grada y diferenciarla de otro tipo de situaciones como son la del turista o la migración de tránsito. Por otro 
lado, siguiendo la definición de la propia OIM, cabe aclarar que por “migración irregular” entendemos el movi-
miento de personas que se da fuera de las normas establecidas por los países de origen, tránsito o destino. 
Esto es, una persona inmigrada irregular es aquella que por circunstancias diversas —por ejemplo, el haber 
entrado de manera no autorizada a un país, el haber roto alguna condición de entrada por expiración de su 
visado, etc.— se encuentra en una situación que contraviene las normas establecidas por el país de destino. 
Nótese que esta definición incluye a personas que pueden haber entrado legalmente en el país de destino, 
pero que han residido por un período más largo del que inicialmente se les había permitido, así como a 
personas que han accedido al mercado laboral sin obtener previamente un permiso de trabajo. Véase:  http://
www.iom.int. 
 4 Véase, por ejemplo, los trabajos de Jordan y Duvell (2003) o Pogge (2007; 2005; 2001).
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2001; Van Parijs y Vanderborght 2001). Y, finalmente, la tercera propuesta a debate 
es, en efecto, destinar la tarea de distribuir la renta básica a los gobiernos estatales o 
regionales de cada país (Terwitte 2009; Levy 2008; Offe 2008; Pinilla 2006; Arcarons et 
al. 2005). 
 Ciertos autores han propuesto una renta básica global, un Global Resources Dividend 
(GRD), con el fin de erradicar la pobreza en el mundo, como parte de una estrategia más 
amplia y radical que incluye otras medidas como, por ejemplo, la recaudación de nuevos 
fondos a partir de la Tobin Tax (Pogge 2007; 2005; 2001; Frankman 2004; 1999). Dicha 
propuesta parece difícilmente realizable en las condiciones actuales, tanto por una cuestión 
de factibilidad política como económica (Howard 2006; Pioch 2002; Van Parijs 1992). 
 Tal y como apuntan Howard (2007; 2006) o Pioch (2002), desde el punto de 
vista de la práctica política, la segunda opción tampoco ofrece mayores esperanzas 
para la aplicación de la renta básica. A escala europea, por ejemplo, la diversidad 
económica e institucional de los Estados miembros constituye, hoy, una verdadera 
barrera que prácticamente imposibilita la armonización necesaria para la aplicación 
del “eurodividendo”. El diseño y la gestión de las políticas sociales de bienestar se 
mantienen todavía al nivel nacional. Y, además, la integración europea impone fuertes 
constricciones políticas y económicas que tienden a reducir la capacidad de desarrollo 
de políticas generosas en términos de bienestar a escala estatal (Pioch 2002). 
 Pese a este último dato, y considerando todas las alternativas, Howard (2006), Pioch 
(2002) y otros autores aceptan como más asequible la introducción de una renta básica 
a escala nacional o estatal que a una escala regional o mundial. Sin embargo, una vez 
decididos por la escala estatal, la mayoría de autores presuponen que existe un dilema 
entre desarrollar políticas sociales de bienestar (en especial la renta básica) y desarrollar 
políticas de inmigración igualitarias. Por ejemplo, Van Parijs y Vanderborght sostienen que:
Una renta básica generosa, ¿es factible, a día de hoy, en el caso de tener fronteras abiertas? 
Por supuesto que no. Pero ello no es algo que sólo pueda afirmarse para el caso de la renta 
básica. Cualquier dispositivo generoso de renta mínima condicional o de subvención de los 
empleos poco cualificados es también vulnerable al desafío de una inmigración selectiva, 
la cual comprometerá gravemente su viabilidad. En la medida en que la desigualdad de las 
condiciones de vida mantenga, a escala mundial, la amplitud que en la actualidad presenta, 
persistirá un cruel conflicto entre la exigencia de solidaridad con respecto a quienes llaman a 
nuestras puertas y la exigencia de solidaridad con respecto a los más vulnerables de nuestra 
población (2006:137-138).
 Podemos deducir las razones por las que Van Parijs y Vanderborght justifican su 
propuesta: 
 (1) Una renta básica que no vaya acompañada de una política restrictiva de fronteras 
generaría un efecto llamada de un tipo de migración selectiva de beneficiarios netos; 
 (2) eso haría insostenible el sistema de protección social y, además, perjudicaría a 
“los más vulnerables de `nuestra´ ” sociedad; por tanto,
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 (3) sólo será posible y deseable aplicar una renta básica a escala estatal siempre 
que se pueda disuadir a la inmigración selectiva, imponiendo criterios de restricción de 
entrada y condicionando el derecho al disfrute de la renta básica a la población inmigrada. 
 El objetivo principal de este artículo es la discusión del primero de los tres supuestos, 
pues, aunque es compartido por el grueso de la literatura académica, no se ha analizado 
en profundidad hasta la fecha.
 La objeción a la aplicación de una renta básica, basada en su posible efecto llamada, 
ha sido rebatida por algunos partidarios de la renta básica mediante dos tipos de argu-
mentaciones. La primera, que implicaría acusar a los adversarios de cometer un tipo de 
falacia informal del tipo slippery sloop, sostiene que si, seguimos el razonamiento de 
aquellos que temen por este problema, cabe pensar que no sólo la renta básica sino 
cualquier otra medida destinada a mejorar las condiciones de vida en los países ricos 
podría producir un “efecto llamada”. Sin embargo y afortunadamente, a pocos se les 
ocurre, por citar un caso, criticar una posible política social que mejoraría las condiciones 
de vida o de trabajo de los jóvenes en un país desarrollado, argumentando que dicha 
medida multiplicaría las desigualdades entre los jóvenes de los países ricos y pobres, 
y provocaría así una llegada masiva de personas inmigradas, y así sucesivamente con 
cualquier política social que pusieran en práctica los países ricos. 
 El segundo contraargumento es programático y consiste en demostrar que, dada 
la vocación universal de la propuesta de la renta básica —puesto que, en principio, es 
válida para toda la población mundial: ésta es aplicable a todas las regiones del sur, 
cualquiera que sean las distintas estrategias de financiación. Por tanto, sería posible 
pensar incluso en que la aplicación de una renta básica en estos países constituiría una 
vía de freno al costoso —tanto en términos individuales como sociales— proceso de 
migración internacional5. Sencillamente, sería más fácil y eficiente redistribuir rentas que 
redistribuir personas. Por eso Frankman (2004) o Pogge (2005; 2007) han defendido la 
necesidad de un principio redistributivo mundial que asegure a todas las personas un 
nivel de vida digno en su país de nacimiento; una renta que les exima de la obligatorie-
dad de tener que mudarse a otro país para poder tener acceso a una participación más 
justa de los recursos.
 Aunque ambos argumentos parecen acertados, dejan algunas cuestiones por resol-
ver. La evaluación del posible impacto social y, en especial, del posible efecto llamada, 
que supondría dotar también a los inmigrados de una renta básica, debe ir más allá, 
tanto en el plano analítico como empírico. A continuación, se discutirá la tesis del posible 
 5 Una renta básica para los países pobres tiene dos características atractivas. Primero, las personas 
pobres podrían decidir por sí mismas cómo priorizar sus diversas necesidades y, por consiguiente, aumenta-
rían considerablemente sus cuotas de autonomía. Segundo, podemos pensar que una renta básica generaría 
un efecto multiplicador de nuevas demandas de alimento, vivienda, servicios, etc., hecho que podría incre-
mentar el empleo local y los salarios (Pogge 2007; 2005). 
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efecto llamada de la renta básica, mediante el análisis de su fundamentación teórica y 
su contrastación con algunos datos empíricos.
El argumento de la teoría económica neoclásica y sus críticas 
¿Están las personas exclusivamente determinadas en sus decisiones de emigrar por 
las expectativas de rentas? Y ¿en qué evidencia teórica o empírica se apoya la tesis del 
posible efecto llamada de una renta básica? 
 La aserción que consiste en relacionar deterministamente una renta básica con la 
llegada masiva de inmigrados se sostiene, en el mejor de los casos, en la teoría eco-
nómica neoclásica. Desde los trabajos pioneros de Ravenstein (1889; 1885) hasta los 
desarrollos relativamente recientes como los trabajos de Borjas (1999), el argumento 
fundamental del modelo económico de la migración se basa en asumir que la decisión 
del individuo para emigrar se rige por la comparación racional de los costes y beneficios 
relativos de permanecer en su región de origen o moverse a varios destinos alternativos. 
Luego, limitándonos a los supuestos de esta perspectiva, podría llegar a ser razonable 
argumentar que la renta básica constituirá un importante incentivo para la población 
inmigrada. 
 Según este esquema de corte utilitarista, los individuos deciden racionalmente migrar 
porque el cálculo coste-beneficio les genera una expectativa de renta neta, normalmente 
monetaria, de la acción de trasladarse. Dado que, generalmente, los individuos espe-
ran recibir dicha recompensa a partir de rentas del trabajo, desde esta perspectiva, la 
acción de migrar puede considerarse una suerte de inversión en capital humano. En 
otras palabras, según los supuestos de la teoría neoclásica las personas eligen mudarse 
allí donde pueden ser más productivas, en función de sus habilidades y su nivel de 
formación. No obstante, antes de recibir esas rentas, los individuos deberán soportar 
diversos costes asociados al hecho de migrar, entre otros, los costes relativos al viaje, 
la subsistencia hasta conseguir el primer sueldo, los esfuerzos de aprender una nueva 
lengua y cultura, la dificultad de adaptarse a un nuevo mercado de trabajo, o los costes 
psicológicos del desarraigo (Massey et al. 1993:434).
 Tal como lo definen los modelos clásicos de Sjaastad (1962), Todaro (1976; 1969) 
o Borjas (1999), analíticamente, este proceso suele presentarse mediante la ecuación 
siguiente:                 n  
ER(0) = ∫ [P1(t) P2(t) Yd(t) – P3(t) Y0(t)]e-rtdt – C(0)
                       0
donde ER(0) es la renta neta esperada del acto de migrar calculada justo antes del 
momento de salir del país de origen (a tiempo 0); t es el tiempo; P1(t) es la probabilidad 
de evitar una deportación desde el lugar de destino (P = 1,0 para los inmigrados en situa-
ción administrativa regular y P < 1,0 para la población inmigrada en situación irregular); 
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P2(t) es la probabilidad de hallar empleo en la sociedad de destino; Yd(t) son las rentas 
obtenidas si consiguiera un empleo en la sociedad de destino;  P3(t) es la probabilidad 
de conseguir empleo en el lugar de origen; Y0(t) son las rentas que se conseguirían de 
emplearse en el lugar de origen; r es el factor de descuento; y C(0) es la suma total de 
los costes de trasladarse (incluidos los costes psicológicos). 
 Nótese que, en rigor, la mayoría de autores que han desarrollado la perspectiva 
económica neoclásica de la migración no incluyen en sus modelos las posibles expecta-
tivas de rentas que los futuros inmigrados esperan de los sistemas de protección social 
que ofrecen los Estados de bienestar de sus posibles países de destino. De hecho, tal y 
como está tradicionalmente especificado, el modelo neoclásico para predecir la acción 
migratoria no captura el posible efecto de atracción de una renta básica. El motivo es 
que la mayoría de autores de dicha tradición consideran que la población inmigrada se 
desplaza por la expectativa de conseguir rentas del trabajo, mientras que otro tipo de 
prestaciones carecen de efecto en su toma de decisión de abandonar el país de origen. 
No obstante, para aquellos autores que sostienen la hipótesis de que la renta básica 
generaría un efecto llamada relevante, cabe la posibilidad de modificar el factor Yd(t) de 
la ecuación, de manera que éste sea sensible al hecho de que en caso de P2(t) = 0,0, 
todavía existirían expectativas de conseguir rentas en el país de destino.
 En la literatura académica de la sociología de las migraciones no abundan los 
estudios centrados en el análisis de la hipótesis del welfare magnet. Como acaba de 
exponerse, siguiendo el modelo neoclásico de explicación de flujos migratorios, todas 
aquellas condiciones que permitan que el inmigrado obtenga mayores beneficios en el 
país de destino formarían parte del efecto llamada. Por consiguiente, cabe predecir bajo 
este supuesto un mayor  flujo de inmigrados en las regiones o países caracterizados por 
beneficios más elevados. Es decir, todas aquellas políticas sociales, aplicadas en los 
países de rentas altas, que afecten a la renta real del inmigrado, ya sea esta en forma de 
prestación monetaria o de gasto en especie (educación, sanidad o vivienda), empujan a 
las personas que habitan en países de rentas bajas a emigrar.
 Sin embargo, los pocos estudios de corte trasversal que han tratado de contrastar la 
hipótesis del efecto llamada de los estados de bienestar no han sido capaces de producir 
resultados concluyentes en lo que se refiere al peso de este factor en la elección del 
país de destino. Ciertos trabajos muestran que, en el caso estadounidense, no existe 
relación estadísticamente significativa entre la decisión de migrar y las estructuras más 
o menos generosas en beneficios sociales de los diferentes Estados federales (Kaest-
ner, Kausha y Van Ryzin 2003; Levine y Zimmerman 1999); otros trabajos han hallado 
cierta evidencia de un efecto positivo, pero en cualquier caso modesto, entre ambas 
variables (McKinnish 2005); Zavodny (1997) ha analizado la ubicación de la población 
inmigrada entre estados americanos, pero concluye que su distribución no responde a 
la generosidad del estado de bienestar, sino a la ubicación de la población extranjera 
establecida previamente. Los estudios de Mayda (2005) y Pedersen, Pytlikova y Smith 
(2004) analizan los flujos a distintos países de la OECD según país de origen. Estos 
trabajos han mostrado la relevancia de factores tradicionales como los factores econó-
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micos, la cercanía o el idioma y la existencia de redes sociales previas al inicio del acto 
migratorio (Eptstein y Gang 2006). Recientemente, Naero (2005) y López-Casanovas y 
García (2006) llegan a conclusiones similares, el primero, a partir en un estudio de las 
solicitudes de asilo en países europeos y, los segundos, mediante una investigación que 
se basaba en una actualización de los datos de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE) de trabajos anteriores. Ninguno de estos esfuerzos 
ha servido para reforzar la hipótesis de la existencia de un proceso de autoselección 
coherente con las prestaciones sociales como elementos de atracción de inmigración. 
Es decir, controlando por otros factores, la hipótesis del welfare magnet no parece poder 
sostenerse empíricamente.
 En este sentido, resulta sorprendente que la discusión académica sobre la relación 
entre la renta básica y la población inmigrada no atienda al desarrollo que la sociología 
de las migraciones ha realizado en las últimas décadas. Como es sabido, las teorías 
neoclásicas de la migración han sido extensamente criticadas por antropólogos, sociólo-
gos, politólogos, geógrafos e incluso economistas, por simplistas e incapaces de expli-
car los movimientos de población actuales, y mucho menos de predecir los futuros. 
 En el plano analítico, cuando nos preguntamos por las causas del incremento de la 
migración internacional actual, se hace necesario reservar la atención especialmente 
a tres fuerzas causales. Primero, los datos muestran que el papel de las redes familia-
res y comunitarias es fundamental en la determinación de todas las fases del proceso 
migratorio. Segundo, los modelos explicativos de la migración deben tomar en conside-
ración los factores históricos e institucionales, dado que gran parte de los movimientos 
migratorios, como, por ejemplo, el de la población argelina hacia Francia, la turca hacia 
Alemania o la ecuatoriana hacia el Reino de España, están enraizados en decisiones 
institucionales que se dieron en el pasado. Y, finalmente, que en la toma de decisión 
que realiza una persona antes de emigrar subyace casi siempre el convencimiento de la 
imposibilidad de poder llevar a cabo una vida autónoma, si esta persona elige quedarse 
en su país de origen, junto con la demanda de trabajo de los países de destino6.
 De entrada, la contrastación empírica de la hipótesis del posible efecto llamada de 
una renta básica presenta diversas dificultades. La primera es la ausencia de casos 
 6 En efecto, los trabajos de Joseph Stiglitz (2003), Wallden Bello (2005; 2002),  Mike Davis (2008; 2004) 
o David Harvey (2007; 2005; 2003), entre otros autores, muestran cómo los denominados Planes de Ajuste 
Estructural (PAE) llevados a cabo en los últimos 30 años en los países del sur, y especialmente fomentados 
por el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, han generado una serie de efectos macrosociales 
de suma importancia para la cuestión que aquí nos importa, y señalan a tales políticas como el motor de los 
movimientos migratorios actuales. Así, el paso de la denominada economía de la “acumulación por despose-
sión” (Harvey 2003) al aumento de la migración internacional es simple, para los autores que defienden dicha 
perspectiva: i) cientos de millones de habitantes del sur han sido institucionalmente condenados (mediante la 
acción de los Planes de Ajuste) a una situación de desempleo, subempleo y pobreza; y, ii) dicha situación los 
incentiva motivacionalmente a una búsqueda a ciegas de exportadores de mano de obra, legal o ilegal, que 
les devuelva la oportunidad de conseguir nuevamente rentas por su trabajo.
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empíricos con los que contrastarla. En otras palabras, toda investigación que quiera 
evaluar el “magnetismo” que una sociedad con renta básica podría generar respecto a 
potenciales inmigrantes está empíricamente condicionada por la falta de casos. Técnica-
mente, para poder hacer buenas inferencias causales necesitamos variación en nuestra 
variable dependiente (King, Keohane y Verba 2000). Para poder evaluar correctamente 
el impacto de la propuesta de una renta básica que incluya a los inmigrados —para 
predecir, por ejemplo su posible efecto llamada— idealmente se necesitaría poder com-
parar sociedades que hubieran aplicado una renta básica, también para inmigrados, con 
sociedades que hubieran aplicado una renta básica sólo para ciudadanos, así como con 
sociedades que no hubieran aplicado nunca dichas políticas sociales. La realidad es 
que, a parte de algún proyecto piloto como es el caso de Otjivero, un pueblo de Namibia 
en el que sus mil habitantes reciben desde 2008 una renta básica, tan solo existe un 
lugar en el mundo, Alaska, donde, desde principios de los años 80, se confiere una renta 
básica completamente incondicional a sus ciudadanos, desde el nacimiento hasta la 
muerte, a un nivel igual para todos y sin ninguna otra condición que la residencia legal. 
En 2009, la cuantía conferida en dicho estado fue de 3.269 dólares anuales, una can-
tidad que puede llegar a ser un importante componente de la renta de un hogar, pues, 
por ejemplo, una familia de cinco miembros recibiría 16.345 dólares. Y aunque los inmi-
grados no han aumentado significativamente, en términos comparativos, ni en Alaska, 
ni en lugares como Ojtivero, los resultados de éstas y otro tipo de experiencias no son 
directamente extrapolables a otros entornos sociales.
 La segunda dificultad metodológica, para la exploración del supuesto efecto llamada 
de la renta básica, radica en el hecho de que existen muy pocos datos de encuesta 
disponibles que aporten información sobre los motivos racionales que están detrás de la 
acción de migrar de un país a otro y que, a la vez, nos permitan cuantificar el suceso. Por 
un lado, escasean las encuestas realizadas a la población inmigrada y, por otro, en las 
pocas encuestas disponibles, las razones del traslado a otro país, o bien no son objeto 
de pregunta en los cuestionarios o, si lo son, las preguntas están formuladas de manera 
imprecisa. Además, para ser estrictos, necesitaríamos no solo realizar encuestas a inmi-
grados para que nos dieran información sobre cuáles fueron sus motivos para dejar su 
país de origen, sino también obtener información acerca de las personas que deciden 
permanecer en este país.
 Una de las pocas y recientes encuestas realizadas, en la que disponemos de cierta 
información sobre este tema, es la Encuesta Nacional de Inmigrantes realizada en 2006 
por el Instituto Nacional de Estadística (INE) con una muestra representativa de la pobla-
ción inmigrada en el Reino de España (N: 15.500). En la tabla 1, se presentan los por-
centajes de respuesta a la pregunta realizada a esta población sobre sus motivos para 
emigrar, por primera vez, de su país. 
 Si bien es cierto que, entre la población encuestada, no existe un motivo que 
claramente destaque como motivación principal del acto de emigrar, también es evidente 
que, en un sentido amplio, asegurar las bases materiales para un nivel de vida digno 
constituye un factor determinante. Así un 36 por ciento de los individuos de la muestra 
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afirman que emigraron, por primera vez, para buscar un empleo mejor, un 21,5 por 
ciento por falta de empleo, un 35,1 para mejorar la calidad de vida, mientras que un 
11,4 por ciento emigraron por el coste de la vida. Por otro lado, las “razones familiares”, 
principalmente la reunificación familiar, también aparecen como una motivación relevante 
a la hora de emprender el traslado del país de origen a otro lugar. Los motivos políticos, 
religiosos, climáticos e incluso los formativos aparecen como factores cuantitativamente 
menos significativos.
 Los datos presentados en la tabla 1 dejan claro que el componente fundamental de 
la motivación de emigrar es la expectativa de conseguir rentas del trabajo, seguido de 
la idea de mejorar la calidad de vida. Sin embargo, analíticamente es necesario distin-
guir entre el motivo de emigrar y la elección del país de destino, un aspecto que suele 
pasar desapercibido a los modelos explicativos de la inmigración inspirados en la teoría 
neoclásica. Por ejemplo, una persona puede decidir emigrar para encontrar un trabajo 
y escoger un país donde inmigrar por el hecho de tener un familiar viviendo en este. La 
hipótesis del efecto llamada de los Estados de bienestar supone que el futuro inmigrado 
tiene un buen conocimiento de los sistemas de prestaciones de los posibles países de 
destino, que le permite cribar de manera racional entre las diferentes opciones. Los 
datos disponibles apuntan a que el conocimiento que tienen las personas inmigradas 
sobre las prestaciones por desempleo, el sistema sanitario o la educación de los países 
Tabla 1.
Motivos de traslado en la primera experiencia migratoria (%)
 
Por jubilación 2
 Por cambio destino laboral 5,6
 Por falta de empleo 21,5
 Para buscar un empleo mejor 36
 Por motivos políticos 3,4
 Por motivos religiosos 0,3
 Por razones  formativas o educativas 8,9
 Por la calidad de vida 35,1
 Por razones familiares (reagrupación familiar...) 33,7
 Por el coste de la vida 11,4
 Por el clima 7,4
 Por estancia temporal en país de tránsito 1,4
 Por otras razones 14,4
Fuente: elaboración propia a partir de los datos de la Encuesta Nacional de Inmigrantes (INE, 2006).
Nota: Pregunta multirespuesta.
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de destino, previamente a su llegada, es más bien escaso; especialmente cuando es 
comparado con su información sobre las oportunidades de empleo o los salarios. Se 
estima, según datos de encuesta, que entre el 65 y el 80 por ciento de los inmigrados no 
sabía nada sobre las condiciones de admisión y regularización en sus países de destino 
en el momento de emigrar a Europa (Statistical Office of the European Communities 
2000:88).
 En el ámbito europeo, la experiencia de la última ampliación resulta un caso de 
estudio sumamente interesante. En mayo de 2004, Chipre, la República Checa, Esto-
nia, Hungría, Letonia, Lituania, Malta, Polonia, Eslovaquia y Eslovenia se unieron a la 
Unión Europea, seguidas de Bulgaria y Rumanía en enero de 2007. Las diferencias 
de ingresos, nivel de desempleo o gasto social entre la Unión Europea de los 15 y los 
nuevos países eran sustanciales. La Unión Europea impuso períodos de transición de 
hasta siete años (la denominada fórmula “2 +3 +2”) a los trabajadores de la mayoría de 
los nuevos Estados miembros, debido al temor de los operadores jurídicos al welfare 
magnet y a posibles efectos negativos sobre los mercados de trabajo. Sólo el Reino 
Unido, Irlanda y Suecia abrieron los mercados de trabajo de inmediato en el año 2004. 
A juzgar por los datos estadísticos disponibles, el incremento de la inmigración proce-
dente de estos países fue moderado en la mayoría de los casos, hasta el punto que, en 
2006 y 2007, otros siete Estados miembros (España, Finlandia, Grecia, Portugal, Italia, 
los Países Bajos, Luxemburgo) decidieron levantar las restricciones mientras que otros 
simplificaron sus procedimientos (Bélgica, Francia, Dinamarca, Alemania) (Zaiceva y 
Zimmermann 2008). 
 Cada vez que la Unión Europea ha ampliado sus fronteras hacia países de menor 
nivel de renta y protección social, se ha planteado la posibilidad de que se produjera la 
activación de movimientos de población desde los países menos desarrollados hacia 
aquellos Estados con prestaciones y servicios sociales más generosos. Sin restarle 
importancia a la búsqueda de empleo como factor principal de motivación para emi-
grar, la experiencia europea sugiere que la geografía, el idioma, el tamaño del país o 
las redes sociales importan. Existen una serie de variables y factores mediadores en 
la decisión de migrar, que no se pueden contrastar con esta información. De hecho, 
como ya comentamos anteriormente, historiadores, antropólogos y geógrafos han 
mostrado empíricamente que el comportamiento de las personas que migran está 
fuertemente influido por experiencias históricas y por dinámicas familiares y comuni-
tarias que escapan al modelo económico neoclásico. Muchos de estos determinantes, 
no se verían afectados en caso alguno de introducirse una renta básica en el país de 
destino.
 Los trabajos de Wallerstein (1974) o, más recientemente, Morawska (2009) entre 
otros autores, han mostrado que la migración internacional es especialmente proba-
ble entre países que fueron antiguas colonias y sus respectivos estados colonizadores. 
Los vínculos culturales, lingüísticos y administrativos, las inversiones, el transporte y, 
en general, las redes sociales establecidas generan una estructura de oportunidades e 
incentivos que, en parte, pueden ser determinantes en la elección de emigrar a ciertos 
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países y no a otros (Castles y Miller 2003). A modo de ejemplo, el gráfico siguiente mues-
tra como el 59,5 por ciento de la población inmigrada del Reino de España proviene de 
países limítrofes o con relaciones históricas coloniales. Y, por otro lado, el 13,3 por ciento 
de la población inmigrada proviene de países destino de intensa emigración del Reino 
de España tras la II Guerra Mundial.
 Si la generosidad de los sistemas de prestaciones sociales fuera una variable 
explicativa tan determinante, como sugiere la tesis del posible efecto llamada de una 
renta básica, ¿por qué las personas de origen ecuatoriano, por citar un caso, emigran 
al Reino de España y no a Suecia (un país con un Estado de bienestar claramente más 
desarrollado que el español) en una proporción de 378 a 1?7 El Reino de España o 
Irlanda se encuentran en el grupo de países de la UE que realizan un menor esfuerzo 
en prestaciones sociales. Atendiendo al escaso peso del gasto social como porcentaje 
del Producto Interior Bruto (PIB) de ambos países en comparación con el realizado por 
otros estados (gráfico 2), es difícil explicar por qué ostentan un elevado porcentaje de 
población inmigrada. El argumento de que las prestaciones sociales constituyen uno de 
los principales incentivos de la inmigración no parece suficiente.
 7 Fuente: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD 2008).
Gráfico 1.
Población inmigrada en el Reino de España según tipología histórica (%)
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el PaPel de las Redes faMiliaRes y sociales en la decisión de MigRaR
Otro aspecto, que no captura el modelo explicativo neoclásico, es el hecho, señalado por 
diversas investigaciones, de que las decisiones de migrar son tomadas familiarmente 
y no de forma individual (Vertovec 2009; Hugo 1994; Stark 1991; Taylor 1987). En 
situaciones de incertidumbre, una familia puede decidir enviar uno o más miembros 
a trabajar a otra región o país, con el fin de maximizar su renta y sus opciones de 
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Gráfico 2.
Gasto social público como porcentaje del PIB 
y porcentaje de población inmigrada en diversos países de la UE.
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Eurostat, 2007.
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supervivencia, y dejar a otros miembros en el hogar o trabajando en el mercado local. 
Y, por otro lado, también se ha descubierto la importancia que tienen las redes sociales 
a la hora de tomar la decisión de migrar. Las redes o el capital social facilitan la llegada 
de nuevos inmigrados suministrando trabajo, casa u otras necesidades (Sassen 2007; 
Portes y Rumbaut 2006; Massey 2005; 1990a; 1990b; Castles y Miller 2003; Portes y 
Böröcz 1989; Gurak y Caces 1992). En este sentido, el caso de la población inmigrada 
del Reino de España es también ilustrativo. El Gráfico 3 muestra que 8 de cada 10 
inmigrados tenían a quién dirigirse cuando llegaron al país de destino. 
 Es más, casi un 70 por ciento de las personas inmigradas de la muestra, que 
tenían a quien dirigirse en el momento de llegar al Reino de España, fueron atendidas 
por familiares que ya residían en el país (tabla 2). Un 30 por ciento de la población 
entrevistada contactó con amigos, mientras que el porcentaje de personas inmigradas 
que se dirigió a conocidos, empresarios, agentes legales, intermediarios o agentes no 
oficiales es claramente marginal. Dado que, generalmente, los vínculos entre familiares 
y amigos suelen estar definidos por relaciones de reciprocidad fuerte, los datos refuerzan 
la hipótesis de la importancia de las redes sociales en la toma de decisión de migrar. Las 
redes de familiares y amigos parecen ser una condición necesaria, aunque no suficiente, 
para que se produzca el acto migratorio.
Gráfico 3.
¿Tenía alguien a quién dirigirse cuando llegó a España?
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Encuesta Nacional de  Inmigrantes, INE 2006.
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 En los últimos años, la sociología de las migraciones viene apuntando el papel fun-
damental que juegan las redes sociales en las diferentes etapas del proceso migrato-
rio. En el momento inicial, existe evidencia empírica suficiente para llegar a plantear 
que tales redes mejoran la capacidad de las personas para emprender movimientos 
migratorios internacionales, al hacer decrecer los costes y los riesgos asociados a los 
movimientos de personas a través de las fronteras internacionales. Los datos aportados 
en la tabla 2 muestran que, en numerosas ocasiones, el hecho de tener un familiar, de 
disponer de amigos o conocidos en un país o región de posible destino es un factor clave 
para la elección final de la persona que quiere migrar.8 
 Es evidente que la asunción de que la expectativa de conseguir rentas del Estado de 
bienestar es una causa, necesaria y suficiente, para la generación del hecho migratorio 
infravalora tanto aspectos micro como macro-sociales que influyen en esta decisión. 
Relacionado con este punto, y con unas características que la hacen de especial interés 
para el presente estudio, conviene relatar brevemente la experiencia de la introducción 
del Programa de Ingresos Mínimos de Inserción en Euskadi y analizar su efecto sobre 
una posible migración selectiva en cuanto al logro de rentas del Estado por parte de la 
población inmigrada. 
 8 Un reciente estudio realizado en Cataluña por el Centre d’Estudis d’Opinió de Catalunya (CEO 2006) 
descubrió, por ejemplo, que un porcentaje significativo de población inmigrada de origen chino no tenía, 
como primera opción, venir a vivir a Cataluña antes de emprender su viaje y que, en su decisión final, fue 
determinante el tener familia o conocidos en este país de destino.
Tabla 2.
¿A quién se dirigió cuando llegó a  España? (%)
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Encuesta Nacional de Inmigrantes, INE 2007.  Nota: 
Pregunta multirespuesta.
Familiares 69,3
Empresarios o agentes legales 2,8
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el caso de la “Renta Básica” de eusKadi
La propuesta de una “Renta Básica” estaba comprendida en la Carta de Derechos 
Sociales de Euskadi, que nació, tras un proceso de acción social y participación 
ciudadana de gran calado, de una iniciativa legislativa popular elaborada en 1996 
que fue debatida y modificada en el Parlamento y aprobada a finales del 2000 por la 
Ley 10/2000. Durante este proceso, se dio la paradoja que los movimientos sociales 
que llevaron la Carta al Parlamento Vasco quisieron retirarla en diversas ocasiones, 
por la distorsión que estaban generando las enmiendas introducidas por los grupos 
parlamentarios. Así, la “Renta Básica” que se incluyó en el texto final, pese a mantener 
el nombre de renta básica, no cumple con los requisitos que se han planteado en la 
definición inicial de este artículo. De hecho, pese a su denominación, la “Renta Básica” 
de Euskadi guarda características similares a las de una renta mínima de inserción, 
aunque eso sí, es uno de los subsidios de mayor cobertura de todo el Reino de España. 
La Carta se regía por tres declaraciones básicas: i) el restablecimiento de los derechos 
universales de ciudadanía para todas aquellas personas que, por no tener acceso a un 
empleo remunerado en el mercado de trabajo, no contaban con ingresos suficientes 
para una vida digna; ii) el reconocimiento del derecho ciudadano a una parte del pro-
ducto social en forma de renta básica para aquellas personas que demandaran trabajo 
y no lo encontrasen; y iii) el reparto del tiempo de trabajo entre los que demandaran tra-
bajo, en atención a los principios de solidaridad e igualdad. De hecho la Carta estipulaba 
que tendrían derecho a una “Renta Básica”, equivalente al salario mínimo interprofesio-
nal vigente en cada momento, los mayores de edad inscritos en los servicios públicos de 
trabajo y que se encontraran empadronados en cualquier municipio de Euskadi, como 
mínimo con un año de antigüedad. Este último requisito, igual al que planteamos para 
analizar el caso del efecto llamada de una renta básica, unido al hecho de que la de 
Euskadi sea una de las rentas mínimas de inserción de mayor cobertura del Reino de 
España, hacen de dicho caso una experiencia de especial interés para nuestro análisis. 
Y lo cierto es que, durante los debates parlamentarios anteriores a la aprobación final 
de la Carta, se sucedieron enconadas discusiones sobre si su “Renta Básica” generaría 
un fuerte efecto llamada, no sólo de personas extranjeras, sino también de personas de 
otras Comunidades Autónomas, que carecían de un sistema de protección social de tal 
calado. El tiempo y los datos empíricos otorgaron la razón a aquellos que argumentaban 
que tal efecto no se daría. 
 En el gráfico 4, se presenta la media de la tasa de crecimiento de la población extran-
jera en el Reino de España, desagregada por Comunidades Autónomas, para el período 
comprendido entre los años 1998 y 2008, según los datos del padrón municipal. De 
entrada, cabe destacar que el porcentaje actual de población inmigrada internacional en 
Euskadi es del 5,44 por ciento, muy inferior al total del Reino de España (11,4 por ciento). 
Además, tal y como puede observarse en el Gráfico 2, el crecimiento de la población 
extranjera en las Comunidades Autónomas con sistemas de protección social mucho 
menos desarrollados que el sistema vasco, como son los casos de Castilla la Mancha, 
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La Rioja o Baleares, ha sido notablemente superior al de Euskadi. De hecho, Euskadi 
se sitúa justo al nivel de la tasa media de crecimiento de población extranjera del Reino 
de España que, para el período observado, alcanza un valor de 0,23 puntos. Y lo que 
es más importante, a un nivel descriptivo de análisis y teniendo en cuenta la tendencia 
general del resto del Reino de España, no se observa un crecimiento desmesurado a 
raíz de la aprobación de la Carta. En otras palabras, no encontramos rastro del fantasma 
del efecto llamada.
 A pesar de que tanto la Renta Básica como las Ayudas de Emergencia Social 
constituyen dos herramientas que fortalecen el sistema de protección social vasco, en 
Euskadi la población inmigrada representa un porcentaje inferior al de otras Comunidades 
Autónomas. La diferencia puede explicarse por la distinta dinámica de los mercados 
laborales, en especial, por el menor peso relativo de las actividades de construcción y 
agricultura en Euskadi y por la menor tasa de incorporación de las mujeres al mercado 
de trabajo. Es decir, la variación de población inmigrada entre Comunidades Autónomas 
radica, fundamentalmente, en las características distintas de los mercados de trabajo 
internos. 
 Respecto al uso que realiza la población inmigrada de los servicios prestados por el 
Estado de bienestar vasco, existe cierta opacidad en lo que a los datos se refiere. Según 
Gráfico 4
Tasa media de crecimiento de la población inmigrada 
por comunidades autónomas (1998-2008)
Fuente:
-­‐0,05	   0,00	   0,05	   0,10	   0,15	   0,20	   0,25	   0,30	   0,35	   0,40	  
	  	  	  Total	  España	  
	  	  	  Andalucía	  
	  	  	  Aragón	  
	  	  	  Asturias	  
	  	  	  Illes	  Balears	  
	  	  	  Canarias	  
	  	  	  Cantabria	  
	  	  	  CasBlla	  y	  León	  
	  	  	  CasBlla	  la	  Mancha	  
	  	  	  Catalunya	  
	  	  	  Comunitat	  Valenciana	  
	  	  	  Extremadura	  
	  	  	  Galicia	  
	  	  	  Madrid	  
	  	  	  Murcia	  
	  	  	  Navarra	  
	  	  	  Euskadi	  
	  	  	  La	  Rioja	  
	  	  	  Ceuta	  
	  	  	  Melilla	  
Fuente: elaboración propia a partir de los datos del padrón, INE 1998-2008.
LA RENTA BÁSICA DE CIUDADANÍA Y SU POSIBLE EFECTO LLAMADA • 717 
RIS, VOL. 69. Nº 3, SEPTIEMBRE-DICIEMBRE, 699-723, 2011. ISSN: 0034-9712. DOI: 10.3989/ris.2010.02.03
un estudio reciente del Gobierno de Euskadi (2008), en el año 2004 los inmigrados extra-
comunitarios beneficiarios de la Renta Básica y de las Ayudas de Emergencia Social 
eran en torno al 23 y al 26 por ciento respectivamente. Estas proporciones son mucho 
mayores al peso relativo de este colectivo en Euskadi durante ese año, que era del 2,80 
por ciento del total de la población.
 Aparentemente, este dato podría reforzar la hipótesis de que la renta básica ejerce 
cierto magnetismo de un tipo de inmigración selectiva de beneficiarios netos, que podría 
poner en peligro el sistema de protección social. De hecho, según los datos de encuesta 
del Prospekzio Soziologikoen Kabinetea (junio de 2008), esa parece ser la opinión 
mayoritaria de la ciudadanía vasca. Sólo un 9 por ciento de la población vasca cree 
que las personas inmigradas pagan más impuestos que lo que luego reciben y apenas 
cuatro de cada diez personas encuestadas opina que las personas inmigradas reciben 
las ayudas sociales adecuadas o insuficientes. Sin embargo, a pesar de constituir una 
opinión mayoritaria, tales juicios no se ajustan a la realidad. En verdad, atendiendo a 
la recaudación fiscal proveniente de las rentas del trabajo, se estima que la aportación 
fiscal de la población inmigrada en 2006 fue superior en un 23,5 a la de la población 
nativa (Gobierno Vasco 2008). Esta diferencia se explica, principalmente, por la mayor 
tasa de actividad entre la población inmigrada, pero, también, por el hecho de que los 
ciclos en los que la población inmigrada mantiene la percepción de las ayudas como 
mecanismo de ingresos son más cortos. Por consiguiente, la presencia de la población 
inmigrada en Euskadi constituye un elemento clave para el mantenimiento de su sistema 
de protección social. 
 El resultado de esta experiencia, que converge con los resultados de otros trabajos 
realizados hasta ahora, refuerza la idea de que no disponemos de pruebas empíricas 
suficientes para descartar la hipótesis de un posible efecto nulo de los beneficios socia-
les de los estados de destino sobre la decisión de los agentes de emigrar. 
conclusiones
En los próximos años, la protección de los derechos sociales de la población inmigrada 
puede tomar dos soluciones totalmente divergentes: (i) o bien las sociedades del Norte 
reajustan y revitalizan la noción de ciudadanía, de forma que ésta incluya a la totalidad 
de la población que reside permanentemente en un país determinado (con independen-
cia de su origen) y (ii) o bien la convierten en un concepto puramente formal, que no 
sólo excluya a los extranjeros del disfrute de los derechos sociales fundamentales, sino 
que, poco a poco, se convierta en un instrumento inservible frente al incremento de las 
situaciones de vulnerabilidad que sufre el conjunto de la población trabajadora.
 El primero de los caminos conlleva el reto político y social de asegurar un conjunto 
de derechos constitutivos a todas las personas que habitan una sociedad determinada, 
sin descuidar aquellas que aún residiendo en ella han nacido en otro lugar. Dicho de 
otro modo, la primera solución requiere, no sólo de una renta básica, sino también de 
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la aplicación de medidas legislativas y cambios institucionales destinados a proteger a 
la población inmigrada del peligro de explotación y discriminación en el ámbito laboral; 
permitir un acceso más sencillo a la residencia, a la nacionalización por naturalización 
o a la doble ciudadanía; garantizar una vivienda digna y segura, para salvaguardar su 
intimidad y la vida familiar; facilitar una atención sanitaria adecuada, más allá del mero 
acceso a los servicios de urgencias; y, en general, limitar el control de las propias fronte-
ras y el levantamiento de barreras arbitrarias contra la gente que huye de la pobreza. 
 Sin embargo, la tendencia general en los países del norte es la del predominio las 
políticas migratorias de corte securitista, medidas para tratar de disuadir a los posibles 
migrantes económicos, pues se asume que estos acudirían rápidamente y en un número 
elevado a la “llamada” de rentas no condicionadas, haciendo insostenible el sistema de 
protección social. En efecto, uno de los argumentos más utilizados en contra de la pro-
tección de los derechos sociales de la población inmigrada, tanto en ámbitos académi-
cos como en determinados medios de comunicación, es el de su posible efecto llamada. 
El debate producido en torno a la propuesta de la renta básica de ciudadanía constituye 
un ejemplo de cómo los razonamientos basados en la teoría económica neoclásica de 
la migración siguen haciendo mella. Este artículo ha presentado datos empíricos sufi-
cientes para mostrar cómo el grueso de los Estados de los principales países de des-
tino fallan en la implementación de sus políticas migratorias, al operar implícitamente 
con una sociología de la migración inspirada en la teoría económica neoclásica, una 
sociología basada en una imagen congelada de la vida social, en la que los individuos 
plenamente informados toman calculadas decisiones en función de un amplio abanico 
de ofertas migratorias.
 No se trata de negar la importancia del factor económico en la decisión que ha 
tomado el inmigrado al cruzar las fronteras. Lo escrito hasta aquí nos conduce al recono-
cimiento de éste último elemento como su motivación principal. Pero el impulso de fuga 
de los seres humanos radica hoy, en general, en la imposibilidad de alcanzar un están-
dar de vida digno en los países de origen. La renta básica en ningún caso empeoraría las 
condiciones de los países ya desfavorecidos, sino que tal vez, de forma indirecta, podría 
revitalizarlas, por ejemplo,  a través del canal de las remesas. 
 Incluso si, por un momento, aceptáramos la tesis neoclásica sobre los procesos 
migratorios, siguiendo su lógica, la mera existencia de disparidades económicas entre 
diferentes áreas ya genera flujos de personas que migran. Luego, el peso de la introduc-
ción de una renta básica en un país rico sobre la decisión de una persona de un país 
pobre de emigrar debe, cuando menos, ponerse en duda. El incremento de la pobreza 
acaecido en las últimas décadas en los países del sur, constituye ya un motor para la 
inmigración poderoso e independiente de la aplicación de una renta básica en los países 
del norte. Lo cierto es que, si los países pobres tuvieran un nivel mínimo de existencia 
social, los tan aclamados pull-factors, entre los cuales se podría introducir también la 
renta básica, difícilmente existirían. La renta básica no es una condición necesaria para 
provocar el incremento de la inmigración de un país del sur a un país del norte, puesto 
que en las últimas décadas se ha producido este hecho en múltiples ocasiones, inde-
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pendientemente de dicha propuesta. Y, por otro lado, los argumentos y los datos apor-
tados ponen en cuestión que la renta básica constituya, ni tan siquiera, una condición 
suficiente.
 Experiencias como la del caso de Euskadi nos muestran que, en condiciones nor-
males, la llegada de población inmigrada constituye una salida a los cuellos de botella 
producidos en determinadas actividades laborales, en las que existe una manifiesta 
carencia de mano de obra adaptada a estas. Este nuevo contingente de personas traba-
jadoras nacidas en otros países, suele ser más joven, ostenta unos niveles de formación 
elevados y una tasa de actividad mayor que la población nativa. De manera que la 
población inmigrada no sólo pone freno a la tendencia al envejecimiento de la mayor 
parte de las sociedades occidentales, sino que, en parte, explica el desarrollo económico 
de estas y constituye un elemento clave para el mantenimiento de sus sistemas de pro-
tección social. En síntesis, los datos ofrecidos en este artículo contravienen la mayoría 
de respuestas ofrecidas hasta ahora a la pregunta de si una renta básica de ciudadanía, 
a escala estatal, sería sostenible por su posible efecto llamada; y a su vez plantean la 
pregunta de si, en el grueso de los países del norte, la propuesta de la renta básica de 
ciudadanía sería factible sin la aportación de la población inmigrada.
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